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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL - FAMILIA

Magistrado Ponente

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, trece de abril de dos mil nueve
Acta  Nº 132. 
A las diez de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para continuar la audiencia prevista en el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de cesación de los efectos civiles de matrimonio católico promovido por Martha Inés López Gómez en contra de Juan Humberto Gallego Ramírez, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno, que integran la Sala Civil – Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma declaran abierto el acto público y proceden a resolver de mérito el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia que profirió el Juzgado Segundo de Familia el 13 de noviembre de 2008, de acuerdo  con el proyecto de fallo presentado por el Magistrado Ponente que fue aprobado en la sesión de que da cuenta el acta de la referencia.

ANTECEDENTES

La señora López Gómez solicitó se decrete la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico que tiene contraído con el demandado, se ordene la disolución y liquidación de la sociedad conyugal y la inscripción de la sentencia en el registro del estado civil, y se condene al esposo a suministrarle cuota alimentaria por valor de $3.000.000 y al pago de las costas del proceso.  Expuso en apoyo de estas pretensiones que se casó con el señor Gallego Ramírez el 27 de febrero de 1998 en la Parroquia San Pedro Apóstol de Pereira; que no procrearon hijos; y que el demandado ha incurrido en la causal 2ª de divorcio que consagra el artículo 154 del Código Civil o sea en el grave e injustificado abandono de deberes al dejar intempestivamente el hogar conyugal el 15 de abril de 2006, con lo que interrumpió la vida en común y puesto fin a la ayuda y socorro mutuos. La actora tuvo que abandonar el domicilio común por carecer de medios económicos para subsistir y le ha tocado afrontar una difícil situación depresiva que la ha llevado a procurar la colaboración de psicólogos y sacerdotes para poder sobrellevar la separación que le ha implicado el verse burlada y humillada ante la sociedad. Además, menciona que el demandado ha incumplido con las cuotas alimentarias a que se comprometió en una audiencia de conciliación cumplida ante la Cámara de Comercio. 
La demanda se admitió el 12 de octubre de 2006 y una vez notificado personalmente el demandado, se pronunció en término para negar los hechos cardinales del libelo y oponerse a sus pretensiones.  Adujo que no es cierto que hubiera abandonado intempestivamente el hogar sino que lo debió hacer ante la imposibilidad de seguir viviendo en un ambiente malsano que le estaba afectando su salud física y mental, hasta el punto de tener que someterse a tratamiento psiquiátrico. Que la demandante se ha radicado en su hogar materno y que si no cumplió con las cuotas, fue porque la demandante no suministró el número de la cuenta en que ellas habrían de consignarse. 
En escrito aparte se presentó por la parte accionada la excepción previa de cosa juzgada, la misma que fue desechada por el Juzgado a-quo, mediante providencia que fue confirmada por esta misma Sala del Tribunal. La sentencia que puso fin a la primera instancia acogió la totalidad de las pretensiones divorcistas al argumentar que el accionado no alcanzó a demostrar que existiera causa justificada en el abandono del hogar que se le endilga.

SE CONSIDERA:

Primeramente se advierte que las partes por su condición de cónyuges entre sí, calidad que se acredita con el registro civil de matrimonio que obra a folio 2 del cuaderno principal, están legitimadas para enfrentarse en un proceso de esta naturaleza. Y como los presupuestos procesales se advierten reunidos y no se avizora la presencia de nulidad que pudiera invalidar la actuación, procede resolver de mérito. 
La demandante ha fincado sus aspiraciones en la causal 2ª de divorcio que prevé el artículo 6º de la ley 25 de 1992: “El grave e injustificado incumplimiento por parte del demandado de los deberes que la ley le impone como esposo”. Como se desprende de los hechos de la demanda que en cuanto a este punto son muy concretos, la actora acusa a su marido de haberla abandonado el 15 de abril de 2006, lo que se presentó de manera intempestiva y sin ninguna clase de antecedente que hiciera prever la probabilidad de un próximo rompimiento de la comunidad de vida que hasta entonces desarrollaban los esposos. Por este motivo, le endilga rompimiento de las diversas obligaciones que se deben quienes se han unido por las nupcias. 
El demandado replicó que efectivamente desde la fecha señalada dejó el hogar conyugal, pero aduce que lo hizo ante la imposibilidad de “seguir viviendo en un ambiente malsano que le estaba afectando profundamente su salud física y mental”. La juez a quo concluyó que, no habiendo discusión acerca de la realidad del rompimiento, había que indagar si el abandono en que incurrió el marido era justificado, y como dedujo después del análisis de la prueba testimonial que no lo fue, dio paso a las súplicas y declaró probada la casual de divorcio invocada, deducción que desde ya se avisa, comparte la Sala, por las razones que van a explicarse de manera sucinta. 
De acuerdo con el artículo 178 del Código Civil, modificado por el artículo 11 del decreto 2820 de 1974, “salvo causa justificada los cónyuges tienen la obligación de vivir juntos y cada uno de ellos tiene derecho a ser recibido en la casa del otro”, y el 176 ibídem, modificado por el 9° del mismo decreto, les impone “guardarse fe, socorrerse y ayudarse mutuamente, en todas las circunstancias de la vida”.

No se encuentra, pues, al arbitrio de los esposos decidir unilateralmente en cualquier momento si conviven o no o si se prestan auxilio material y moral o dejan de hacerlo, y en caso de la segunda opción escudarse bajo cualquier pretexto.  En el asunto que se decide se encuentra fuera de duda y discusión que el marido abandonó de manera imprevista a su esposa y su domicilio conyugal sin darle ninguna razón de su proceder y rompió toda ayuda y socorro, abandonándola a su suerte. En tal situación la carga de la prueba de acreditar que tal comportamiento fue disculpable le corresponde a quien así ha procedido, quien debe comparecer en caso de ser demandado por ese hecho a dar y demostrar la excusa que dé validez a su conducta y lo libere de la acusación puesto que como afirma la jurisprudencia, tal hecho “rompe con la esencia del vinculo matrimonial, cuya justificación debe ser acreditada por la parte demandada, porque en tal evento la carga probatoria se revierte.”
 
En el sub-lite, aparece claro, como se desprende de las atestaciones que presentó la parte actora, que la comunidad matrimonial se adelantaba de manera normal, sin altibajos, sin disgustos, dentro de una total armonía y compenetración de propósitos. De allí que no encuentren los declarantes dónde radicó el motivo de la abrupta separación. Sí menciona una de ellas que el esposo tenía adicción a un medicamento tranquilizante, pero no que la misma hubiera desencadenado conflictos de carácter grave entre los cónyuges. Mas a la demandante solo le correspondía probar que hubo abandono y eso es lo que se desprende de los testimonios e igualmente aceptó expresamente el demandado, quien para justificar su conducta y tratar de cumplir con la carga probatoria que le incumbía, según lo ya visto, únicamente allegó al proceso la declaración del doctor Jaime Alberto Paredes Tamayo, médico psiquiatra, quien aseveró le aconsejó que se alejara del hogar pues consideró que su permanencia en él era contraproducente para su salud física y mental porque dedujo que recibía maltrato psicológico de su esposa,
 a quien tacha de alcohólica y ludópata. No obstante, dicho profesional nunca conoció a la esposa ni intentó realizar alguna terapia conjunta.
 En su declaración se refiere a los diversos síntomas de las dolencias físicas y mentales del señor Gallego Ramírez y a la mejoría que presentó luego de los tratamientos recetados por él y otros profesionales. 
La lectura de la declaración del testigo único de la parte demandada conduce prima facie a deducir que las aseveraciones que lo enmarcan lindan con las de un peritaje, por lo que el punto merece alguna reflexión. Porque considera la Sala que debe descartarse el valor probatorio del mismo una vez que no puede hablarse estrictamente siquiera de que se estuviera ante un testigo técnico en tanto que lo que afirma el distinguido psiquiatra por lo que a él mismo le consta, es sobre la situación específica del demandado en su condición de paciente, pero más allá de tal cosa no estaba en capacidad de emitir conceptos sobre las causas y consecuencias de la misma porque tal cuestión solo podría ser válidamente resuelta en este proceso judicial mediante un dictamen pericial, en el que sí podrían haberse formulado juicios de valor como los que ha planteado el referido declarante. El doctor Tamayo Paredes no percibió hechos atinentes al abandono ni conoció a la demandante, no obstante que la descalifica. Solo tuvo con el demandado una relación de médico-paciente y es sobre la misma que descansa su relato sin que pueda trascender a cuestiones atinentes a la resolución del conflicto, pues no puede dársele estimación como elemento probatorio decisivo para admitir que el señor Gallego Ramírez tenía causa justificada para abandonar a su esposa. Respecto de este punto, y específicamente sobre la eficacia probatoria del testimonio técnico y el dictamen pericial, se ha dicho por la jurisprudencia: 
“De acuerdo con el Código de Procedimiento Civil, la prueba pericial se caracteriza por: i) expresar conceptos cualificados de expertos en materias científicas, técnicas o artísticas, pero bajo ningún punto sobre aspectos jurídicos (art. 236, num. 1º), pues es evidente que el juez no requiere apoyo en la disciplina que le es propia; ii) quien lo emite no expresa hechos, sino conceptos técnicos relevantes en el proceso. En efecto, a los peritos no les consta la situación fáctica que origina la intervención judicial, puesto que, a pesar de que pueden pedir información sobre los hechos sometidos a controversia, su intervención tiene como objetivo emitir juicios especializados que ilustran al juez sobre aspectos que son ajenos a su saber. Esto es precisamente lo que diferencia el dictamen pericial del testimonio técnico, porque mientras en el segundo se han percibido los hechos, el primero resulta ajeno a ellos (arts. 213 y ss.); iii) es un concepto especializado imparcial(12), puesto que el hecho de que los peritos están sometidos a las mismas causales de impedimentos y recusaciones que los jueces muestra que debe ser un tercero ajeno a la contienda (art. 235); iv) se practica por encargo judicial previo, de ahí que claramente se deduce que no es una manifestación de conocimientos espontánea ni su contenido puede corresponder a la voluntad de una de las partes (art. 236, num. 2º); v) el dictamen pericial debe ser motivado en forma clara, oportuna, detallada y suficientemente (art. 237) y, vi) para que pueda ser valorado judicialmente, esto es, para que pueda atribuírsele eficacia probatoria requiere haberse sometido a las condiciones y al procedimiento establecido en la ley(13) y, en especial, a la contradicción por la contraparte(14) (arts. 236 a 241).”

Transcripción que tiene por objeto poner de presente las diferencias entre una y otra prueba, y la imposibilidad en este caso de abrirle paso a las apreciaciones subjetivas del declarante, imposibilitado a ello por desconocer directamente el conjunto de los hechos fundamentales del proceso. Como también ha enseñado la Corte Suprema de Justicia: 

“De suerte que en la legislación probatoria colombiana, no ofrece dificultad para concederle eficacia probatoria al testimonio técnico, el cual se da cuando una persona, sin invadir la esfera propia de la prueba pericial, narra hechos por él percibidos y, por demás, con motivo de sus conocimientos científicos, técnicos o artísticos que tiene sobre los hechos referidos, emiten conceptos apoyados en los conocimientos que ciertamente tiene en ese punto.

“Empero, no es propio del testigo técnico, en la narración de los hechos, emitir conceptos sobre las causas o los efectos futuros del hecho por él referido, porque se trata de aspectos no percibidos por él, que, en tal evento, resultan ser de la órbita de la prueba pericial, que es el medio de convicción pertinente para dictaminar sobre juicios de valor, tal como lo tiene explicado la doctrina más aceptable.”
 

Puede concluírse, entonces, que el demandado incumplió la carga probatoria que le incumbía pues no logró demostrar que la dejación de sus deberes conyugales hubiera tenido causa justa, y por tanto, determinó el sentido de la sentencia en cuanto a que no quedaba alternativa distinta a aquella por la que optó la señora Juez a-quo, o sea la de, franquear el paso a sus súplicas. Puesto que, además, del interrogatorio de parte que absolvió la señora López Gómez no surgen elementos destinados a demostrar que tuvo razones el demandado para alejarse ni de la experticia forense que se rindió se desprenden ya que de él no se extraen inferencias destinadas a demostrar que estuviera incapacitada para mantener una vida marital dentro de condiciones normales o que su personalidad indicara que ejerciera una influencia malsana sobre su marido que impidiera la convivencia entre los dos. El argumento de la parte apelante en el sentido de que la actora suministraba al señor Gallego Ramírez el medicamento que le produjo la adicción y de allí que fuera válido que él se alejara de su entorno, no es de recibo comoquiera que aunque del conjunto probatorio se desprende que ambos cónyuges eran proclives a su uso, no se puede concluir que fuera la actora quien determinara al demandado a su consumo ni que no hubieran podido procurar ambos el tratamiento que los liberara de ese yugo o que la vida en común impidiera al demandado adelantar los tratamientos pertinentes a esa intención.
  
En este orden de ideas, se concluye que se respaldará el fallo objeto del recurso, pues la ausencia injustificada del hogar del demandado lo condujo a incumplir con las obligaciones legales ya mencionadas (artículo 178 del Código Civil y 11 del decreto 2820 de 1974). Igualmente, si aparte de incumplir la aludida obligación, se desinteresó por el sostenimiento doméstico, con mayores veras procede el divorcio habida cuenta de que los cónyuges están obligados a guardarse fé, a socorrerse y a ayudarse mutuamente en todas las circunstancias de la vida, como ya se dijo. 
En cuanto hace con la cuota alimentaria, la expresión de inconformidad de la parte apelante, se planteó en los siguientes términos: “Tampoco es razonable ni justo, que se condene a pagarle alimentos a la demandante, ya que quedó plenamente demostrado que es una persona productiva, sabe de alta cocina, y no tiene impedimento mental o físico que le impida desempeñarse, el argumento de que a su edad no le dan empleo es una falacia, porque para ser productivo no necesariamente debe ser empleado, hoy el arte que conoce la demanda (sic) es más productivo y valorado como trabajo independiente.” 
Razonamiento que conduce a afirmar que el hecho de prosperar la pretensión de divorcio por culpa del demandado, ya que se le halló responsable de haber abandonado a su mujer, abre el paso a la posibilidad de fijar cuota alimentaria a su cargo (artículo 411, numeral 4, del Código Civil), la que habrá de fijarse, como prevé el artículo 419 ibidem, tomando siempre en consideración “las facultades del deudor y sus circunstancias domésticas.” Ciertamente, la fijación de alimentos no debe ser un reconocimiento de la poltronería, mas como escribe Valencia Zea: “…si el peticionario prueba que no puede trabajar, como en el caso de la mujer que debe atender en el hogar al cuidado de sus hijos, o de la mujer mayor que por no saber oficio alguno no puede ser empleada, o de cualquier persona inhabilitada mental o físicamente para el trabajo, entonces tendrá derecho a alimentos, y ese derecho se le concede sin que se haga necesario examinar si fue o no ajena a las circunstancias por las cuales no puede procurarse el sustento.”
 
En cuanto al sub-lite puede verse que la demandante no ha ejercido actividad productiva durante su matrimonio que duró más de ocho años, de tal modo que encontrarse de un momento a otro sin la ayuda y socorro de su cónyuge, para lo que no estaba preparada, la ha puesto en condiciones difíciles y mientras ellas subsistan debe ser auxiliada con cuota que, analizadas las circunstancias domésticas de ambas partes y los ingresos del demandado, ha de fijarse en la suma de seiscientos mil pesos ($600.000), cercana además, de la que trató de acordase, aunque confusamente, en la conciliación previa. Tal cantidad se aumentará cada año con base en el índice de inflación que certifique el Dane. Empero, no está de acuerdo la Sala con la orden de retención que se suministra al pagador del señor Gallego Ramírez, puesto que considera que las medidas a que se refieren los artículos 130 y 131 del Código de la Infancia y la Adolescencia, antes previstas en el Código del Menor, tienen aplicación cuando de alimentos de menores se trata. En los demás casos, en el evento de no pagarse oportunamente la cuota habrá de seguirse el procedimiento regular para su cobro. 
La confirmación del fallo apelado, que incluirá las declaraciones consecuentes aunque con modificación de lo relativo a alimentos, implicará la condena en costas para la parte recurrente (art. 392-3 del Código de Procedimiento Civil), en un 80% habida cuenta de la prosperidad parcial del recurso.  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA los ordinales 1º, 2º,y 4º del fallo apelado, y modifica el 3º, que quedará así: EL demandado suministrará una cuota alimentaria de $600.000 mensuales a la demandante,a partir de la ejecutoria de este fallo, dentro de los cinco primeros días de cada mes, reajustable a principios de cada año según el índice inflacionario. Costas a cargo del demandado en un 80%. 
Esta decisión se notifica en estrados a las partes (artículo 325 del Código de Procedimiento Civil). Finalizado el objeto de esta audiencia, este acto se declara clausurado y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos


Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez

� Sentencia de 20 de septiembre de 1990. 


� Dijo sobre el particular: “El maltrato psicológico que yo detecto tenía muchos meses de evolución antes de la primera consulta conmigo, aunque es muy difícil de precisar fechas exactas, son signos claros del maltrato psicológico la alteración del auto estima (sic), la pobre capacidad de explotar sus propias habilidades, la duda constante respecto a lo adecuado en su desempeño profesional, y el desmedro competo (sic) en su presentación física y su propio cuidado. Estos cambios no ocurren de la noche a la mañana y en personas sensibles, son inducidos por personas muy dominantes que estén al lado del sujeto del maltrato.”


� Al respecto dijo que: “…la posibilidad de terapia de pareja no fue considerada porque la relación era un círculo vicioso de maltrato y consumo de sustancias. En este sentido la acción terapéutica no perjudicaba a la señora esposa…sino que le permitía afrontar la realidad de las consecuencias de su consumo, decir no es una forma de demostrar amor.”


� T-417 de 2008. Magistrado Ponente: Doctor Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Sentencia de 16 de marzo de 1993. Magistrado Ponente: Doctor Alberto Ospina Botero. 


� Puede anotarse que tres de los testigos de la parte actora ignoraban este episodio de la vida conyugal. Solo la señora Clara Luz López Gómez alude a la materia, pero sin señalar a su hermana como proveedora exclusiva del medicamento ya que se refiere en plural cuando alude a cómo lo conseguían. 


� Derecho Civil. Tomo V. Editorial Temis, S.A. Bogotá, 1988, página 67. 





9

[image: image3.wmf] 

_1274797723.doc
[image: image1.png]






